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la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
 




La presente investigación se fundamenta en el estudio de la eficacia del régimen de ahorro 
individual en Colombia, tomando como referencia la legislación chilena, de conformidad con 
el derecho internacional de los derechos humanos. Se utiliza el método de análisis documental 
y hermenéutico. Asimismo, se hará un estudio de casos de la jurisprudencia de las Altas Cortes 
(período 2000-2017), de los casos emblemáticos para evaluar su conformidad o no con los 
derechos humanos. Se hace una revisión documental de la doctrina científica del régimen de 
ahorro individual en Colombia, y de las teorías más importantes de América Latina, referidas 
al régimen de ahorro individual y la posible vulneración de los derechos. Se confrontan las 
normas de los 2 sistemas pensionales (Régimen de prima media con prestación definida y de 
Ahorro individual), describiendo sus ventajas y desventajas; develando frente al sistema de 
capitalización la ineficacia de las normas actuales. Se concluye que se debe propiciar una 
discusión parlamentaria, con miras a la modificación de la legislación vigente o a la expedición 
de una nueva garantista de los derechos humanos. 




















1 Candidato a Magister en D.I.H. y DD.HH en la Universidad Católica de Colombia. 
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Reflections about pension regime of individual savings in Colombia in light of 
International Law of Human Rights 
ABSTRACT 
 
The present investigation is based on the study of the individual savings regime 
effectiveness in Colombia, taking as a reference the Chilean legislation and according to 
constitutional axiology and international human rights law. To this end, documental and 
hermeneutic analysis method is used. Likewise, case studies anallysis of the high courts 
jurisprudence in the period 2000-2017 is carried out, focused on emblematic cases or 
milestones, seeing its conformity or not with postulates of international human rights law. 
Documentary review of scientific doctrine is made, corresponding to the individual savings 
regime in Colombia and theories of the most important doctrinants of Latin American countries, 
that deal with issue of individual savings regime and the possible violation of economic and 
fundamental rights to social security, to be pensioned, to vital minimum and mobile, to a 
dignified life and to individual life project of affiliates and future retired staff pensioned by the 
regime. 







La presente investigación, utilizando el método de análisis documental y hermenéutico, analiza 
la situación que afrontan los afiliados y pensionados de los fondos privados dentro del sistema 
de ahorro individual en Colombia, y evalúa la afectación o no del núcleo esencial de sus 
derechos sociales, como la seguridad social, pensión digna, calidad de vida, proyecto de vida 
personal y mínimo vital y que no se compadecen con la precariedad existencial que se presenta 
en la vejez, para la que trabajaron durante toda su vida. Se hace referencia al sistema chileno 
de ahorro individual, en la medida en que fue la fuente donde surgió la matriz del sistema de 
ahorro para América Latina. Se describen también las ventajas y desventajas que presentan el 
Sistema de Ahorro individual y la Prima Media con prestación definida, a partir de un análisis 
de la eficacia de la legislación correspondiente a ambos sistemas. 
Cuando Reveiz se interroga sobre los sistemas de capitalización, al referirse a los 
sistemas pensionales en 26 países del mundo y la estructura de los mismos; se pregunta si han 
logrado reducir el déficit público y si han generado adecuados retornos a los pensionados que 
les permita a los trabajadores condiciones de vida digna, una vez pensionados (Cfr. Reveiz 
2009, p.4) concluye que: “El sistema de capitalización no tiene la capacidad de generar 
adecuados retornos para los futuros pensionados, y con la estructura pensional actual no se 
garantiza que la gran mayoría de los trabajadores logren llegar a una pensión que permita tener 
condiciones dignas de vida” (Reveiz 2009, p. 28). 
Sin embargo, las Administradoras del Fondo de Pensiones (en adelante AFP), tanto en 
Colombia como en Chile, consideran estar cancelando a los pensionados no sólo lo legal, sino 
también lo justo, de acuerdo con el capital que cada persona haya ahorrado y los intereses 
obtenidos durante su vida laboral. Mientras tanto, cabe destacar, que el Estado colombiano, 
como el chileno, han ignorado y desatendido el grave conflicto social que afrontan sus países 
desde hace años, y que someten a los pensionados a vivir con pensiones mínimas e indignas, a 
la condición humana2. 
 
2
En el caso chileno, la realidad de hoy, es que el 80% de todos los pensionados, reciben menos del salario mínimo. 
En contraste, las ganancias por intermediación y comisiones de servicios de las seis empresas que dominan el 
sistema (entre ellas una Colombiana del grupo Sura) son exorbitantes, el 25% anual del ahorro de cinco millones 
y medio de trabajadores; lo cual convirtió al sistema de pensiones en una desaforada máquina de acumulación de 
capital de los principales conglomerados económicos (Manga, 29 de marzo 2017, párrafo 3). 
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La situación en Colombia es preocupante y no se diferencia mucho de lo que acontece 
en otros países latinoamericanos como Chile, pues cotizando sobre uno y hasta dos salarios 
mínimos, el trabajador nunca va a alcanzar una pensión mínima (salvo la Garantía de pensión 
mínima), así cotice 25, 30, 40 o más años. 
 
Al respecto afirma López, al referirse a los fondos privados de pensiones: 
Hoy, los fondos privados de pensiones tienen 215 billones de pesos. La verdadera 
razón   para una nueva reforma pensional, además de lograr la mayor cobertura, no    
es el costo fiscal que produce el pago de pensiones del sistema de reparto, costo inflado 
por los dueños de los fondos. La verdadera razón es el pánico que el mismo sistema 
privado generó en Chile con pensiones no superiores al 30% de los ingresos de los 
cotizantes… ¿Por qué si los fondos han acumulado tanto dinero, las pensiones 
terminan siendo tan bajas? (López 2017, p. 1.14). 
Salazar y Giraldo (2017), analizan las administradoras privadas, desde el punto de vista 
del manejo del ahorro privado, y expresan: “Las administradoras privadas se están quedando 
con el ahorro nacional y los ingresos del Estado, pero en cambio no pagan o apenas pagan 
pensiones reducidas. Las cifras frías son escandalosas y sin embargo sus voceros piden acabar 
con el sistema público” (p. 1). 
1.1 Planteamiento del problema 
 
El problema concreto, es que Obtener una pensión por un fondo privado en Colombia, 
no es tarea fácil. En el régimen de ahorro privado, cotizando sobre uno o dos salarios mínimos 
legales, ningún afiliado se va a pensionar, así cotice 20, 30 o 40 años; y cuando algún trabajador 
logra pensionarse, la tasa de retorno no supera el 30%, afectando derechos humanos, como: El 
derecho a la seguridad social, a una vida digna, al mínimo vital, y el proyecto de vida del 
trabajador. 
De otra parte, el sistema de ahorro individual, riñe con situaciones ajenas a la vida 
laboral del pensionado, al tener en cuenta la edad de la esposa (o), compañero (a) permanente, 
que de ser más joven que el propio pensionado o pensionada, reducirá considerablemente la 
mesada pensional, situación que no contempla la ley 100 de 1993, ni las reformas posteriores. 
1.2 Objetivos 
El trabajo tiene como objetivos, los siguientes: 
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*. Confrontar el régimen de prima media con prestación definida y el régimen de ahorro 
individual o capitalización, diferenciando las garantías de cada régimen. 
*. Demostrar cómo el régimen de ahorro individual, vulnera derechos económicos y 
fundamentales de los afiliados y pensionados; dentro de la diferenciación que se hace en el 
reconocimiento pensional en condiciones de inequidad entre los dos regímenes. 
*. Propiciar la expedición de una nueva legislación para el régimen de ahorro individual, que 
cambie la situación diferencial en materia de derechos humanos, frente al régimen de prima 
media con prestación definida. 
1.3 Hipótesis 
 
Como hipótesis a formular en esta investigación, se tiene que: El sistema pensional de 
ahorro individual es un sistema inequitativo, en cuanto a su diseño normativo y a su ejecución 
práctica, que generan inequidad social; y que no permite a los afiliados, la obtención de una 
pensión digna, en condiciones de justicia y equidad. 
1.4 Relevancia humana y científica del problema objeto de estudio 
 
El análisis aplicado a las administradoras de los fondos privados, arroja unos resultados 
desfavorables para los pensionados que ven afectados sus derechos humanos, como 
consecuencia de una legislación inequitativa y supuestamente diferente, para regular una 
misma situación laboral, que solo favorece los intereses de los sistemas financieros que 
administran los fondos de pensiones y que siguen liquidando pensiones mínimas a los afiliados 
que trabajaron muchos años, para tener una vida digna en la vejez, pero que ven frustrados el 
proyecto de vida futuro, como resultado de las restricciones impuestas por las administradoras 
de los fondos privados de pensiones. 
 
 
2. Legislación del sistema de ahorro individual en Colombia 
 
Existe una seria controversia teórica al analizar los antecedentes de este estudio, entre 
los autores a favor de los fondos privados de pensiones y los adversarios a la misma y que 
están a favor del régimen de prima media con prestación definida. Pero más que tomar partido 
por uno u otro sistema, se trata en este estudio de analizar y propender por la realización de los 
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imperativos del Estado social de Derecho y la protección de las garantías sociales 
presuntamente vulneradas por el sistema de ahorro individual, tal y como se encuentra 
concebido en el sistema colombiano. 
Ahora bien, para la protección de los derechos humanos, como el derecho a la seguridad 
social y especialmente de la pensión, los Estados suscriben convenios, tratados, pactos, y se 
comprometen no sólo a respetarlos, en virtud del principio pacta sunt servanda y la buena fe, 
sino también hacerlos cumplir. De ahí que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de Naciones Unidas, frente a estos derechos; considera, que los Estados tienen tres 
clases de obligaciones: obligaciones de respeto, violaciones que se presentan, como cuando el 
Estado no respeta las normas consagradas en el respectivo convenio o tratado; o cuando no 
respeta sus obligaciones previstas en la legislación interna, para la garantía de los derechos. Un 
segundo tipo de obligaciones, son las de proteger los derechos contra violaciones de otras 
personas o del propio Estado; porque este último, omite accionar los mecanismos a su alcance; 
como cuando no adopta las medidas necesarias, para proteger las mujeres y menores de edad 
de abusos sexuales; o como cuando el Estado, a través de legislación interna, favorece a las 
administradoras de fondos privados, en detrimento de la pensión de los afiliados. Un tercer 
grupo, son las obligaciones de cumplir, cuya violación se presenta, cuando el Estado no ayuda 
a la persona a la efectividad de los derechos, apropiando las partidas presupuestales necesarias 
para ello; o como cuando se positivisa el derecho a la seguridad social en salud, pero no se crea 
las infraestructuras necesarias públicas para prestar el servicio, ni se dispone de los recursos 
para hacerlo efectivo. 
Entre las obligaciones de los Estados, contempladas por los diversos Tratados 
internacionales de los cuales es signatario Colombia, y según lo establecido por el Comité de 
Naciones Unidas sobre Derechos económicos, sociales y culturales, está la de respetar y 
proteger “El proyecto de vida3” que cada persona se haya propuesto para su futuro; el destino, 
que libremente cada uno haya escogido para su propia vida; pero el proyecto de vida, no debe 
 
3 El concepto del proyecto de vida ha sido desarrollado a nivel teórico por el maestro peruano Dr. Fernández 
Sessarego. En efecto, afirma Woolcott, Monje, Comandé y Morales (2018) que cuando el Maestro Fernandez se 
refiere al proyecto de vida, … exige identificar los canales normativos para su protección, en este sentido, un 
esfuerzo de análisis teórico y filosófico del Derecho que con pluma fina y prolija logra el jurista Carlos Fernández 
Sessarego en sus estudios que datan de los últimos 20 años del siglo veinte hasta la actualidad, a propósito del 
planteamiento indemnizatorio por daño al proyecto de vida en el cada vez más extenso y renovado Derecho de 
Daños. De esta manera, el Dr Fernández Sessarego afirma, en el ámbito de la protección de la persona, la 
posibilidad de identificar una figura de daño a dicho proyecto, el cual se resume en la vocación, aptitudes y 
actitudes de la dimensión de la existencia humana, tanto presente como futuro. 
8  
estar marcado por la precariedad, sino por la prosperidad y la calidad de vida, para que la vejez 
no sea deplorable sino agradable, y rodeada de buenos frutos, cosechados durante la etapa 
productiva. Que sea así o no, es en parte producto del empeño puesto en el proyecto de vida, 
concertado consigo mismo; pero la tendencia del ser humano por naturaleza, es su crecimiento 
y no un estado de pobreza. 
En la jurisprudencia de Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el tema 
del proyecto de vida y el daño que se le puede ocasionar con la vulneración de los derechos 
humanos y su reparación, ya ha sido tratado en varias sentencias, entre otras en la sentencia del 
27 de noviembre de 1998, en el caso de “María Elena Loayza Tamayo”, contra El Perú. Si una 
persona ha laborado durante gran parte de su vida y cotizado al sistema de seguridad social en 
pensiones, especialmente a los fondos privados, y al solicitar su pensión, ésta le es negada, por 
los inalcanzables requisitos exigidos por estos fondos; o cuando el afiliado recibe una pensión 
mínima, habiendo cotizado sobre un sueldo promedio elevado; ese afiliado ve frustrado su 
proyecto de vida, porque obviamente, existe una desproporción enorme, entre lo que venía 
recibiendo como salario, y lo que ahora va a recibir como pensión y ahí es donde el Estado tiene 
que intervenir para proteger el proyecto de vida de cada afiliado. 
Sobre las pensiones, existen varias sentencias de la Corte Interamericana, entre ellas, la 
proferida en el caso de la demanda presentada por Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y 
jubilados de la contraloría”) contra el Perú; por considerarse que se han violado los derechos 
del artículo 1 (obligaciones de respetar los derechos); artículo 21 (derecho a la propiedad 
privada); artículo 25 (protección judicial) y artículo 26 (desarrollo progresivo), de la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos. Esta sentencia, ordenó restituir a los 
demandados los montos pensionales retenidos desde 1993, hasta octubre de 2002, por violación 
del derecho a la protección judicial, reconocida en el art. 21.1 y 25.2 de la Convención 
Americana, en relación con el art. 1.1 del mismo tratado. Es un caso de regresividad de los 
derechos, económicos, sociales y culturales y de protección del derecho a la seguridad social, 
materia que ha sido objeto de pronunciamiento por parte del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de la Naciones Unidas. 
Agrega la sentencia mencionada en el párrafo 102, que: 
…los Estados tienen…un deber-condicionados- de no- regresividad, que no siempre 
deberá ser entendido como una prohibición de medidas que restrinjan el ejercicio de 
un derecho. Al respecto, el comité de derechos económicos, sociales y culturales de las 
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naciones unidas ha señalado que “las medidas de carácter deliberadamente re 
{gresivo] en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y deberán 
justificar plenamente por referencia a la totalidad de los derechos previstos en el pacto 
internacional de derechos económicos, sociales y culturales y en el contexto del 
aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que el Estado disponga. 
EL derecho a la seguridad social, también ha sido consagrado en el artículo 22 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el artículo 25 numeral 1. 
En cuanto a protección de los derechos humanos, y refiriéndose a la “conciencia social” 
en torno a ciertos “valores”, afirma Ávila (2004, p.29), que: “Esta conciencia de colectivos 
impulsa la reivindicación al interior del sistema político, se dirige al poder para su 
reconocimiento y se vale del derecho, para su constitución en poderes o normas ordenamentales 
que permiten la garantía y utilización de los bienes protegidos por el ordenamiento”. 
Una vez hecha la referencia a algunos mecanismos de protección de los derechos 
humanos y donde la Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
mostrado diversas formas de violación del derecho a la seguridad social, en materia de 
pensiones, se evidencia asimismo la protección para la garantía de los derechos, que se le brinda 
a tal derecho por parte de ese organismo internacional. 
Continuando con los argumentos en pro y en contra del régimen de ahorro privado, 
encontramos que en la Exposición de motivos de la Ley 100 de 1993 ante el Congreso de la 
República, el Ministro del Trabajo y Seguridad Social (1992, p. 14); se afirma, que al amparo 
del régimen de ahorro individual se puede obtener una mejor pensión, que en el régimen de 
prima media; pero aún, teniendo en cuenta el bono pensional por los aportes hechos al régimen 
anterior, el cálculo de la pensión en el sistema del Ahorro individual, no da para obtener la 
pensión anunciada desde hace años por los Ministros del Trabajo de turno. 
Advierte Vázquez (2015, p. 5), frente a las reformas al sistema pensional, que: “Hasta 
ahora las reformas al régimen pensional en Colombia han estado orientadas, primero, a 
favorecer los negocios del sistema financiero, y segundo, a disminuir las presiones ejercidas 
por su pago, a cargo del presupuesto de la nación”. 
 
Hoy 27 años después, estudiosos del tema, consideran que: “… el régimen de ahorro 
individual con solidaridad y en menor medida el régimen de prima media (debido a un posible 
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sesgo de selección) son una fuente de desigualdad que necesita ser reformado, en aras de lograr 
una mejor distribución del ingreso de los pensionados en el país” (Vaca 2013, p. 1). 
Sobre los grandes beneficios que se plantearon con relación a la reforma pensional de 
1993, Salazar-Guatibonza (2010) concluye que: “… muchos de los supuestos objetivos 
iniciales, que respaldaron las reformas implementadas en América latina no se han logrado, y 
que por el contrario, son muchos los problemas que se identifican en cuanto el funcionamiento 
e impacto en los actuales sistemas de pensiones (p. 416). 
Los costos administrativos, disminuyen el monto de la pensión, lo que perjudica al 
trabajador, ya que las comisiones que cobran las AFP por la administración de los ahorros, 
reducen el capital ahorrado por el afiliado, y de hecho el trabajo, en algunos casos no es 
permanente, mientras que la comisión sí. 
Para Salazar-Guatibonza (2010a), los afiliados a los fondos privados de pensiones no 
han recibido beneficios de la cobertura, porque ésta no se ha dado; como tampoco se han 
logrado las condiciones favorables para obtener una mejor jubilación; pero en cambio: “Las 
utilidades obtenidas por las AFP, sobre activos, se ubican alrededor del 20%, y sobre el 
patrimonio en los últimos siete años, los niveles fueron en promedio del 25%; rentabilidades 
que no obtiene ningún sector de la economía y que está por encima incluso de las que obtiene 
en promedio, todo el sistema financiero (p. 68) 
(Riesco 2007, p. 12), refiere, que los trabajadores chilenos se han visto afectados durante 
muchos años, por la privatización de las pensiones, pues los sectores, financiero y asegurador, 
se han visto favorecidos, con el ingreso de buena parte de los salarios de aquellos. 
Situación similar sucede en Colombia con las AFP y los fondos privados de pensiones, 
en donde el ahorro acumulado para el 2018, suma ya la inconcebible cantidad de 223 billones 
de pesos. Pero, en criterio de Castillo (2011): 
Debe imponerse el régimen de ahorro individual por encima del régimen pensional de 
prima media con prestación definida, por cuanto es el sistema que más se ajusta a la 
Constitución Política de Colombia. El régimen de prima media con prestación definida, 
al otorgar incentivos para la manipulación de las variables relevantes sin mostrar el 
problema financiero que de dicha manipulación surge, carece de elementos suficientes 
para consolidar los objetivos que en teoría persigue un Estado Social de Derecho (p. 
177). 
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No se sabe a cuál Estado Social de derecho se refiere Castillo, ya que el sistema de 
ahorro individual, es lo más lejano a la axiología del Estado Social de Derecho consagrado en 
la Constitución de Colombia, que afirma la primacía de los derechos fundamentales de la 
persona. 
Por su parte, García-Pelayo, al referirse al Estado Social de Derecho, parte de la base, 
que ese calificativo, ya se encuentra en la Constitución Española, originado, en la Ley 
Fundamental de la República Alemana; y manifiesta que: 
El postulado social del Estado establecido en el artículo 1.1 se despliega y concretiza a 
lo largo del texto constitucional, el cual establece como deber de los poderes públicos 
promover las condiciones para el ejercicio real y efectivo de los derechos de los 
ciudadanos y de los grupos, con independencia de su situación social; determina que 
toda la riqueza del país, cualquier que sea su titularidad, está subordinada al interés 
general” (1985, p. 94) 
En Chile, las AFP, anunciaron, montos pensionales hasta del 80%, liquidado, con base 
en el último salario devengado por el afiliado, lo que no resulto ser cierto (Quiroga, 
2008, p. 5) 
Para Bertranou (2004), los resultados arrojados por las reformas emprendidas en 
Latinoamérica, bajo la presión del Banco Mundial, es la mejor manera de demostrar que sus 
propuestas, después de un tiempo prudencial para conocer los resultados, están fracasadas; 
porque por el contrario, se han incrementado las desigualdades y la inequidad; la cobertura en 
vez de incrementarse, bajo; y ha habido un alto impacto en el costo fiscal (citado por Cruz 
Osorio 2013, p. 34) 
La realidad sociopolítica no coincide con la argumentación del Banco Mundial, en 
cuanto a su propuesta de suprimir el sistema pensional de origen público y establecer en 
Latinoamérica el régimen pensional privado, como la mejor y única solución al problema que 
en su momento enfrentaban los países del continente en materia de pensiones; no quedándole 
otra alternativa al Banco, que en su informe “Envejecimiento sin crisis” (1994), cambiar su 
posición y afirmar categóricamente que: “Un sistema diseñado fundamentalmente sobre la base 
de pensiones financiadas con aportes privados, no está en condiciones de garantizar cuantías 
dignas para parte importante de los trabajadores” (Citado en Cruz Osorio 2013, p. 38). 
El hecho que no se garanticen cuantías dignas, para las pensiones de los trabajadores, 
representa una vulneración manifiesta al derecho a la seguridad social, a la pensión, al mínimo 
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vital y a disfrutar de una vida digna; además que según Riesco (2009): “La privatización del 
sistema pensional ha resultado en una gigantesca transferencia de recursos, desde los bolsillos 
de los trabajadores a estos conglomerados, que entre 1990 y 2006, alcanzó a más de un tercio 
del PIB, de este último año en Chile” (citado en Cruz 2013, p. 38). 
Durante su existencia las AFP, no cesan de engañar a los trabajadores chilenos, haciéndoles 
creer en pensiones con montos elevados y sin escrúpulo alguno, promocionan los fondos 
privados, como la mejor decisión que pueden tomar los afiliados a los fondos; pero luego la 
decepción es grande (Riesco, 2009, p. 12). 
Es importante destacar, que a pesar de que existe el sistema de ahorro individual del 
régimen privado, hay un tratamiento diferente y más favorable cuando se realiza el trámite 
pensional a través del Sistema de Colpensiones, bajo el régimen de prima media, como lo 
afirma María del Rosario Vásquez: 
En Colombia existen dos sistemas de pensiones. Por una parte, el gobierno administra 
en Colpensiones el “régimen de prima media”. Con este sistema, Colpensiones, para 
liquidar la pensión de vejez, realiza un promedio de salarios cotizados al sistema 
general de pensiones en los últimos diez años y le entrega al beneficiario un 65%  
sobre dicho promedio, cada mes, durante el resto de su vida. Si el promedio fue de cinco 
millones, el adulto mayor recibirá al momento de pensionarse, unos 3.250.000 pesos, 
gracias al subsidio del gobierno (Vásquez 2017, párrafo 3). 
En virtud de lo anterior, existe una gran diferencia, entre una pensión liquidada por uno 
u otro régimen (privado o público), lo que conlleva a una gran desigualdad económica entre las 
dos clases de pensiones o de pensionados. 
Al respecto, Vázquez (2015), afirma, que: 
 
Los asesores de los fondos privados aconsejan a muchos afiliados que se cambien a 
Colpensiones, pues allí van a obtener una pensión mejor que la que pueden alcanzar en 
un fondo privado, lo que explica el crecimiento del 15% de los afiliados a Colpensiones 
en el último año (p. 5). 
Los adversarios del Régimen de Prima Media, sostienen que es inviable y los subsidios 
no sólo hacen que la pensión sea más alta, sino que le representa al Estado colombiano, un 
déficit de entre 38 y 40 billones de pesos al año. Hace cerca de 27 años, que se hacen tales 
acusaciones sobre el posible colapso de este sistema, más sin embargo, el pronóstico de la 
inviabilidad del sistema no se cumple. En lo que se concibe como el “Estado social de derecho”, 
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han sido favorables los subsidios públicos, por cuanto contribuyen a mejorar la calidad de vida 
del pensionado y su entorno familiar. Si en la tradición de la cultura política colombiana, se 
gastan cuantiosos recursos en consultas internas de partidos políticos, en plebiscitos, se 
subsidian servicios públicos domiciliarios y la educación, cómo no subsidiar la vida digna a 
las personas de la tercera edad. 
En Chile, por su parte (Franco et al 2015, p. 91) se han realizado gigantescas manifestaciones 
en contra de la AFP, solicitando el regreso al régimen de reparto y pregonando, que los 
pensionados merecen vivir dignamente y por lo mismo, el régimen privado debe desaparecer. 
Mauricio Olivera, gerente de Colpensiones, en entrevista con la periodista Yolanda 
Ruíz, manifiesta que: 
Según estudios realizados por el Banco Interamericano de Desarrollo, en Colombia, la 
mujer en un fondo privado se pensiona con valor equivalente a un 30%, del salario 
percibido. El hombre, afiliado a un fondo privado, se pensiona hasta con un porcentaje 
equivalente al 50% del salario devengado, mientras que independientemente del género, 
en Colpensiones, la persona afiliada se pensiona con un valor no inferior al 65% del 
promedio del salario devengado durante los últimos diez (10) años de trabajo, 
independientemente del monto de las cotizaciones o del capital ahorrado (Olivera, 
2017). 
En la misma entrevista, el presidente de Colpensiones, Olivera (2017) afirma que 
durante el año 2016, se trasladaron de los fondos privados a Colpensiones, 160.000 personas; 
mientras que de Colpensiones a los fondos privados, se trasladaron 10.0000. Este hecho, 
permite pensar, que los afiliados a los fondos privados están adquiriendo mayor conciencia, que 
obtener una pensión por un fondo privado, no es la mejor opción para ellos y que es más 
favorable el régimen público de Pensiones en Colombia. 
3. Análisis comparado de la legislación vigente en Colombia para los dos 
regímenes pensionales 
La Ley 100 de 1993, es la fuente primaria de la creación del Régimen de Ahorro 
Individual (RAIS) y de reforma al Régimen de Prima Media con prestación definida, que en 
principio es administrado por el Instituto de los Seguros Sociales, y posteriormente por 
Colpensiones. Asimismo, la normativa establece los requisitos para la pensión de vejez, para 
ambos sistemas: 
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3.1 Requisitos actuales para solicitar pensión de vejez (no especial) en el régimen de 
prima media.4 
Se pensionan las mujeres que hayan cumplido 57 años de edad, y los hombres que hayan 
cumplido 62 años, con un mínimo de 1300 semanas cotizadas, en ambos casos. 
3.2 Requisitos para solicitar pensión de vejez, en el régimen de ahorro individual.5 
Para obtener una pensión en este régimen, independientemente de la edad, se requiere 
tener un ahorro suficiente, que permita al afiliado, obtener una mesada pensional mensual, 
superior al 110% del salario mínimo legal mensual vigente. 
Pero el artículo, es necesario interpretarlo sistemáticamente con los literales f) y g), del 
artículo 13 de la ley 100 de 1993, que prevé, que para el reconocimiento de pensiones y demás 
prestaciones contempladas en los dos regímenes, se debe tener en cuenta la suma de semanas 
cotizadas a cualquiera de ellos. Estas disposiciones son desconocidas por las AFP al momento 
de reconocer y liquidar pensiones de vejez. 
Al respecto, Reveiz (2009) afirma que: 
 
…los resultados señalan la incapacidad del sistema actual para garantizar un nivel de 
vida digno a la población que ya no estará en edad de trabajar. Lo anterior podría 
llevar a pensar en flexibilizar las condiciones para hacer uso de la G.P.M., dado que 
con los parámetros actuales una parte muy reducida de la población podrá hacer  uso 
de la misma (p. 15) 
Cuando una institución no garantiza un nivel de vida digno a la población, lógicamente 
se presenta una vulneración de derechos humanos de esa población, en este caso de los 
potenciales pensionados. 
La garantía de una pensión mínima en Colombia, no proviene de los fondos privados, 
sino del Estado, que es el que dispone de los subsidios para completar el ahorro faltante 







4- Artículo 33 de la ley 100 de 1993, Diario Oficial 
5- Artículos 64 y 65 de la ley 100 de 1993 
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Por lo tanto, no son los fondos privados los que reconocen la pensión mínima, es el 
Estado colombiano, el que otorga los recursos para obtenerla, desvirtuándose así la afirmación 
de que el régimen de ahorro individual sea un régimen solidario, porque es el Estado quien 
siempre subsidia. 
Agrega el parágrafo del artículo 65, que para efectos del cómputo de las semanas a que 
se refiere el artículo 65, “se tendrá en cuenta lo previsto en los parágrafos del artículo 33 de la 
presente ley”, que es la regulación para el régimen de prima media con prestación definida. 
Argumentos de porque los afiliados a los fondos privados de pensiones se pensionan tan poco, 
existen muchos, entre ellos, el de Lora (2018) quien se pregunta:”¿Por qué tampocos afiliados 
activos consiguen pensionarse en la AFP? (y el mismo se responde) parte de la explicación es, 
por supuesto, la baja fidelidad en las cotizaciones, que impide conseguir las semanas requeridas 
(…) La razón fundamental es que, incluso quienes cotizan con alta fidelidad no llegan a 
acumular el capital necesario para jubilarse con una pensión mínima debido al bajo rendimiento 
real de los fondos de pensiones” (p. 18). 
Los fondos privados son ineficaces y eso a lo largo de la vida laboral, puede reducir el ahorro 
que hacen los pensionados; lo que obviamente se refleja en la mesada pensional (Jara, 2006, p. 
3) 
Sobre las dificultades que se presentan para obtener una pensión en el RAIS, como 
consecuencia de los requisitos exigidos por la ley, refiere Schutt (2011, p. 5), que en el sistema 
de ahorro individual, como una gran mayoría de cotizantes, no alcanzan a completar el capital 
que requieren para pensionarse; la devolución de saldos también es bastante alta, debido a las 
dificultades para pensionarse en este régimen. 
Ochoa (2010), por su parte, al referirse a los trabajadores que devengan salario mínimo, afirma 
que: 
…la magnitud de los recursos cotizados tampoco se ajusta a lo esperado dado que cerca 
del 80% de los trabajadores devenga dos salarios mínimos o menos, de los cuales más 
de la mitad recibe un salario mínimo o menos, o sea que el capital que están aportando 
las personas con dichos ingresos, ni siquiera les alcanzará para financiar una pensión de 
salario mínimo (p. 75). 
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3.3 Pensión de sobrevivientes en el régimen de prima media, y ahorro individual.6 
En los dos sistemas, la pensión es igual por disponerlo así el artículo 73 de la ley 100 de 
1993; que remite a los artículos 46 y 48 para la regulación en el régimen de ahorro individual; 
artículo 46, que posteriormente fue modificado por el artículo 12 de la ley 797 de 2003. 
3.4 Requisitos para obtener la pensión de invalidez por riesgo común en el régimen de 
prima media y ahorro individual.7 
Igual que en el caso anterior, se remite el artículo 69 de la ley 100, para efectos de 
obtener la pensión de invalidez en el régimen de ahorro individual, a lo dispuesto en los 
artículos 38, 39, 40 y 41 de la ley 100; teniendo en cuenta las modificaciones que le introdujo 
al artículo 39 al artículo primero (1º) de la ley 860 de 2003; con lo que encontramos un nuevo 
caso de igualdad entre los dos regímenes. 
En relación con estas dos clases de prestaciones, el mismo (Asofondos, s.f. p. 1) 
reconoce que, las pensiones por invalidez y por muerte, son iguales en los dos regímenes. 
3.5 Monto de los aportes 
 
La normatividad relacionada con el monto de aportes, que debe realizar cada afiliado, 
es exactamente igual en los dos regímenes. 
En relación con los aportes al régimen privado, se afirma por parte de Niño (2016), que: 
El sistema pensional colombiano, modificado por la ley 100 de 1993, impulso la 
administración de recursos pensionales por parte del sector privado e introdujo los 
aportes y el modelo pensional (RAI) al sistema financiero. Este aspecto no viene a 
solucionar ningún problema estructural que afecta el bienestar de las personas que 
aspiran a obtener una pensión, sino a comprometer a quien decide afiliarse al régimen 
pensional a afrontar los riesgos propios del sistema (p. 55) 
 
 
La única diferencia que existe entre los dos regímenes en materia de aportes, es que el 
sistema ahorro individual, permite hacer aportes voluntarios, el de prima media no; pero a la 





6- Ley 100 de 1993, artículo 46, modificado por la ley 797 de 2003, art. 12. 
Ley 100 de 1993, artículo 75; y ley 100 de 1993, artículo 73. 
7 -Ley 860 de 2003, artículo 1º, y artículo 69, ley 100 de 1993. 
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Al tema de aportes, se refiere (Fedesarrollo, 2010, p. 64), considerando que el número 
de afiliados al régimen privado, que cotiza sobre 2 s.m.l.m. o menos, y que podrían hacer uso 
de la garantía de pensión mínima, produce una crisis financiera, pues el ahorro que alcanzan a 
hacer es demasiado insuficiente. 
Los aportes individuales son la fortaleza de los sistemas de pensiones y cada país los 
regula como considera que se ajustan a los requerimientos del sistema, pero también son los 
recursos, con los cuales se han enriquecido los operadores privados del sistema pensional: 
Manuel Riesco, Economista del Centro de Estudios Nacionales de Desarrollo 
Alternativo de Chile, concuerda en que: 
las AFP habían hecho bien su trabajo (…) para su propio beneficio el dinero que 
recaudan de las cotizaciones es más del doble de lo que pagan en pensiones. 
“Ese es un excedente gigantesco que jamás devolverán”, dijo Riesco. “El Estado está 
gastando  grandes  cantidades  del  presupuesto  nacional,  para  compensar  el   
fracaso del sistema privado. Conforme la población envejece más, ¿qué hacen las 
AFP? reducen las pensiones aún más. Es un sistema  perverso  e irracional” (citado  
por Bonnefoy (2016, párrafos 24-25) 
3.6 Ingreso para la base de liquidación 
 
El ingreso base para liquidar la pensión, es exactamente igual para los dos regímenes. 
 
3.7 Monto de la pensión por vejez en los dos sistemas 
 
* En el régimen de ahorro individual 
 
El monto de la mesada pensional, depende del capital ahorrado, la rentabilidad del 
capital, el valor del bono pensional de dar lugar a ello, menos los descuentos por gastos de 
administración y otros. Por lo tanto, si bien es cierto no se pueden reconocer y pagar pensiones 
inferiores a un salario mínimo legal mensual vigente, no existe un tope máximo legal, al cual 
pueda llegar el monto de la mesada pensional, que por cierto, nunca va a ser superior al régimen 
de prima media, para un afiliado que se encuentre en igualdad de condiciones laborales. 
Sobre requisitos de monto y tiempo, para obtener una pensión en este régimen, advierte 
el Ministerio del Trabajo (2012, p. 15), citado por Tapia (2016), que: 
La alta informalidad laboral dificulta la permanencia activa en el sistema general de 
pensiones, los trabajadores informales no alcanzan a cumplir con los requisitos de 
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monto y tiempo. Este problema también se ve reflejado en los trabajadores formales 
que por circunstancias de la vida laboral no alcanzan a pensionarse (p.19) 
Gutiérrez (2018), opina al respecto: “Los resultados encontrados, indican que en las 
condiciones de baja densidad de aportes es muy difícil para cohortes de bajo y mediano ingreso 
asegurar una pensión mínima sin el agotamiento de las garantías existentes y la participación 
del gobierno” (p. 1). 
Para obtener una pensión equivalente a un salario mínimo legal mensual, se debe tener 
un capital en la cuenta de ahorro individual, que oscila entre 160 y los 180 millones de pesos; 
y se dice oscila, porque ni entre expertos, existe una suma cierta y confiable, que le permita al 
afiliado saber con seguridad, cuál es el capital ahorrado que necesita para pensionarse con el 
mínimo. 
Gran parte de la población trabajadora colombiana, sólo llega aproximadamente a 2 
salarios mínimos, por lo que se le dificulta sobremanera, bajo este sistema, acceder a una 
pensión mínima, lo que constituye nueva vulneración de los derechos humanos a la seguridad 
social, a la pensión, al mínimo vital, a la vida digna. 
Para confirmar más la vulneración de los derechos humanos y económicos por parte de 
las AFP, a los afiliados; se transcriben algunas afirmaciones, e ideas, expuestas por el Doctor 
José Roberto Acosta, profesor Universitario, columnista del Espectador y corredor de bolsa, en 
seminario sobre seguridad social, dictado en Bogotá, el 20 de marzo de 2015: 
“Soy Accionista o dueño de un fondo privado de pensiones, conozco por dentro el tema 
del manejo privado de pensiones (…) yo soy de los que no voy a ser pensionado (…) 
poco triste, es la situación de alguien como yo, que pensar en pensionarse es algo 
utópico (…) el cálculo matemático, que llaman actuarial y que he revisado en estos 22 
años de gestión en los mercados financieros llega a la conclusión, que pensionarse en 
Colombia a través del sistema privado es una utopía, es algo desde el punto de vista 
matemático imposible (…) soy un afortunado del mercado laboral y que he aportado un 
buen monto a mi cuenta privada de pensiones, es muy probable que se si me pensiono, 
solo reciba el 20% de mí ingreso actual, no el 85%” (Robledo TV (2015, marzo 26). 
En consecuencia, ¿Cuantos años se lleva un afiliado, para obtener un capital promedio 
de 170 millones de pesos, cotizando sobre un salario mínimo legal, mensual? ¿Cuánto obtendrá 
de pensión?; 
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Tabla 1. Muestra el total del capital ahorrado más la rentabilidad obtenida por un afiliado 
en un fondo privado de pensiones, cotizando durante 25 años. 















1994  98.700      
1995 20.50 118.933 9 % 128.448 9% 139.964  
1996 19.50 142.125 10 170.550  185.850  
1997 21.02 172.005 10 206.406  224.982  
1998 18.50 203.826 10 244.591  266.604  
1999 16.01 236.450 10 283.740  309.277  
2000 10.00 260.100 10 312.120  340.211  
2001 9.96 286.000 10 343.200  374.100  
2002 8.04 309.000 10 370.800  404.172  
2003 7.44 332.000 10 398.400  434.260  
2004 7.83 358.000 11 472.560  515.090  
2005 6.56 381.500 11.5 526.470  573.852  
2006 6.95 408.000 12 587.520  640.397  
2007 6.30 433.700 12 624.528  680.735  
2008 6.41 461.500 12 664.560  724.370  
2009 7.67 496.900 12 715.536  779.934  
2010 3.64 515.000 12 741.600  808.344  
2011 4.00 535.600 12 771.264  840.678  
2012 5.80 566.700 12 816.048  889.442  
2013 4.02 589.500 12 848.800  925.192  
2014 5.00 616.000 12 887.040  966.604  
2015 4.6 644.500 12 928.080  1.011.607  
2016 7.0 689.455 12 992.815  1.082.168  
2017 7.0 737.717 12 1.062.312  1.157.920  
2018 5.9 781.242 12 1.124.988  1.226.237  
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Fuente: Cesantias.co. Cuadro, cálculos y diseño propio. 
 
En el caso anterior, tabla 1, se toma como ejemplo, un afiliado que cotiza durante 25 
años a un fondo privado de pensiones sobre un salario mínimo, con una rentabilidad promedio 
del fondo de 9%. Como se puede observar, al final de los 25 años, el capital ahorrado, más la 
rentabilidad llega a $15.501.990, suma que se encuentra muy distante del capital ahorrado que 
se requiere para obtener una pensión mínima. 
Prueba lo anterior, que ni cotizando durante 40 años, este afiliado alcanzará a ahorrar el 
capital necesario para pensionarse, con un salario mínimo. Lo que vulnera el derecho 
fundamental a la seguridad social, a la pensión, al mínimo vital y a vivir una vida digna, pues 
durante 25 años, le tuvieron la expectativa de obtener una pensión que nunca alcanzó, por las 
condiciones y requisitos impuestos por los fondos privados, que no permiten pensionarse a las 
personas que cotizan sobre un mínimo, salvo el caso visto de garantía de la pensión mínima, 
donde los afiliados se pensionan con subsidios del Estado y no de los fondos. 
Sobre el tema de los rendimientos financieros, Bedoya (2014), considera que: 
 
El gobierno da unos límites de inversión e impone una rentabilidad mínima pero dado 
que las AFP no ganan comisión por retorno sino por capital administrado, la 
administradora no hace su mayor esfuerzo para conseguir un mayor retorno. Lo que 
hace la administradora es seguir el mercado y en consecuencia obtener una rentabilidad 
similar a las demás AFP que no es la rentabilidad óptima (p. 27). 
Tabla 2. Muestra el total del capital ahorrado más la rentabilidad obtenida por un afiliado 


















1995 7.158.667 9 % 644.280 9% 702.265  
1996 16..831.947 10 1.683.195  1.834.683  
1997 18.129.889 10 1.812.989  1.976.138  
1998 20.827.148 10 2.082.715  2.270.159  
1999 25.058.568 10 2.505.857  2.506.083  
Total cotizaciones + rentabilidad obtenida 15.501.990 - 0 - 
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2000 27.251.484 10 2.725.148  2.970.411  
2001 27.953.352 10 2.795.335  3.046.915  
2002 29.720.627 10 2.972.063  3.059.549  
2003 31040.513 10 3.104.051  3.383.416  
2004 32.428.021 11 3.567.082  3.888.119  
2005 34.206.923 11.5 3.933.796  4.287.838  
2006 35.917.699 12 4.310.124  4.698.035  
2007 39.790.349 12 4.774.842  5.204.578  
2008 44.405.351 12 5.328.642  5.808.220  
2009 47.828.861 12 5.739.463  6.256.015  
2010 50.260.386 12 6.031.246  6.574.058  
2011 51.851.124 12 6.222.135  6.782.127  
2012 54.858.489 12 6.583.015  7.175.486  
2013 57.063.800 12 6.847.656  7.463.945  
2014 59.357.765 12 7.122.932  7.763.996  
2015 62.325.653 12 7.479.078  8.152.195  
2016 66.688.449 12 8.000.214  8.720.233  
2017 71.356.640 12 8.562.797  9.333.449  
2018 75.566.682 12 9.068.002  9.884.122  
       
Total Capital ahorrado + rentabilidad 123.742.144 - 0 - 
Fuente: Cesantias.co//Cuadro, cálculos y diseño propio. 
En la tabla 2, se individualizan los sueldos recibidos por un afiliado a un fondo de 
pensiones durante 23 años, que empieza en 1995 cotizando sobre un salario de $1.080.000 y 
termina cotizando, sobre un salario de $6.297.000; se tabulan los aportes hechos al sistema de 
seguridad social, la rentabilidad obtenida, y el capital ahorrado, durante el mismo periodo de 
tiempo anterior, demostrándose que el capital ahorrado no le alcanza a ese afiliado, ni para una 
pensión de salario mínimo. 
Según artículo aparecido en el Universal de Cartagena, la posibilidad de pensionarse 
por el régimen de ahorro privado, es muy lejana: 
Una vez alcance la edad de pensión, un hombre de 65 años, puede conseguir una mesada 
de un millón de pesos si tiene ahorros por 161 millones de pesos; si quiere una mesada 
de cinco millones debe ahorrar 809 millones de pesos; y si quiere recibir 10 millones, 
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debe tener un ahorro de 1.619 millones de pesos. (El Universal de Cartagena, 27 de 
octubre, 2017); 
Según los parámetros anteriores, a base de cotizaciones obligatorias, difícilmente un 
afiliado obtendrá una pensión de jubilación; la logrará, si hace cuantiosos y millonarios aportes 
voluntarios. 
3.8 Monto de la pensión por vejez en el régimen de prima media8 
 
Para determinar el monto de la pensión de vejez en este régimen, es necesario tener en 
cuenta una serie de factores, que contribuyen a la integración del monto de la pensión, que en 
términos de porcentaje, no podrá ser superior al 80% del ingreso base de liquidación; ni inferior 
a un s.m.l.m.v., y en términos de salarios mínimos, el monto máximo de pensión que puede 
obtener un afiliado, no debe superar los 25 s.m.l.m.9. 
El monto mensual de la pensión correspondiente al número de semanas mínimas de 
cotización requeridas, es equivalente al 65%, del ingreso base de liquidación. El porcentaje lo 
da, la formula fijada por la ley 797 de 2003, art. 10: r=65.50 – 0.50 s, donde, r= porcentaje del 
ingreso base de liquidación; s=número de salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
3.9 Indemnización y devolución de saldos 
 
Cuando el afiliado al sistema general de pensiones, en cualquiera de los dos regímenes, 
al cumplir 62 años si es hombre y 57 si es mujer, y no ha cotizado el número mínimo de semanas 
exigidas por la ley en el régimen de prima media; o no ha acumulado el capital necesario para 
financiar una pensión; tiene derecho a devolución del capital consignado en su cuenta de ahorro, 
más el bono pensional de dar lugar a ello, con los descuentos hechos por diversos conceptos; 
mientras que en el régimen de prima media, el afiliado que llegada la edad de pensión, pero no 
ha cotizado el mínimo de semanas exigidas por ley, y se declara en imposibilidad para seguir 
cotizando; tendrá derecho a reclamar indemnización equivalente, a un salario base de 
liquidación promedio semanal, multiplicado por el número de semanas cotizadas; aplicándole 
al resultado así obtenido, el promedio ponderado de los porcentajes, sobre los cuales haya 
cotizado el afiliado10 
 
 
8-Ley 797 de 2003, artículo34. 
9 Conforme a lo establecido en la ley 797 de 2003, artículo 5; que modificó la ley 100 de 1993, artículo 18. 
10- “Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 
cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se 
reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de 
23  
3.10 Auxilio funerario 
 
El concepto de auxilio funerario es igual en los dos regímenes, conforme a los artículos 
51 y 86 de la ley 100 de 1993. 
3.11 Reajuste de pensiones11 
 
También las AFP, en ocasiones desconocen esta obligación constitucional, como ocurre 
en el 2019, que no incrementaron el valor de la mesada pensional, violando derechos de los 
pensionados. 
Sobre reajuste de las pensiones en el régimen privado, vale la pena traer la cita que hace 
Niño (2016), de la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, quien ve en el mencionado 
sistema, una vulneración de derechos humanos: 
En el R.P. estamos frente a un punto en que se enfrenta la protección cercana del 
pensionado que se le reajusta la pensión, contra el detrimento o la disminución de su 
capital para la época del envejecimiento mayor. Porque si lo que se pretende con el 
reajuste de las pensiones es proteger a la persona de la tercera edad frente a la 
devaluación, en el R.P. el reajuste se efectúa sobre el propio capital acumulado, lo que 
implica que, como la misma se liquida de manera anual, el reajuste a la mesada 
pensional disminuye el capital futuro y con ello la mesada pensional que implicaría, la 
vulneración de la dignidad humana y del mínimo vital móvil (Sentencia T-211, 2011; 
citada en Niño p.37). 
4. Modalidades de pensión en el régimen de ahorro individual y esquema 
multifondos 
4.1 Decreto 2555 de julio 15 de 2010 
Según este Decreto, se recogen y reexpiden las disposiciones en materia del sector 
financiero, asegurador y del mercado de valores y se dictan otras disposiciones. 
Se encuentra entonces, que el libro 6, Título I, trata sobre el margen de solvencia de las 
sociedades administradoras de fondos de pensiones y cesantías. El título 2, se refiere a la 
elección de los representantes de los trabajadores y de los empleados en las juntas y consejos 
directivos de las sociedades administradoras de los fondos. 
 
precios al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior”. Ley 100 de 1993, artículos 
37 y 66. 
11- Ley 100 de 1993, artículo 14. 
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El Título 3 tiene que ver con revisor fiscal de los fondos de pensiones y representantes 
de los afiliados al fondo de pensiones. El Título 4 de las Reservas de Estabilización de 
Rendimientos, destinada al cumplimiento de la rentabilidad mínima exigida por la ley y fijada 
por la superintendencia financiera. 
El Título 5 trata de la rentabilidad mínima obligatoria que deben garantizar los fondos 
de pensiones obligatorias, o de lo contrario, las administradoras entran a responder por defecto, 
con sus propios recursos. El título 10, busca la protección del consumidor del sistema general 
de pensiones y consagra toda una regulación sobre el comportamiento que deben observar las 
administradoras de los fondos de pensiones, para con los consumidores financieros y los 
derechos que estos tienen, así como sus deberes para con las administradoras. Igualmente se 
establece como obligatoria la asesoría que las administradoras deben dar sobre el sistema 
“multifondos” o de selección sobre la modalidad de pensión, o de escoger la aseguradora, en el 
caso de seleccionarse la renta vitalicia. 
El título 11 regula lo concerniente al régimen establecido para el sistema multifondos, 
como una forma de administrar los recursos de la pensión obligatoria del régimen de ahorro 
individual, y para las pensionados, el fondo de retiro programado. También se regula la forma 
de escogencia o asignación de fondo y como cambiarse de fondo y de administradora. El título 
12, establece la forma de inversión de los fondos, sus características, los límites de inversión 
para los diversos fondos; se establecen los límites globales de inversión para el fondo de retiro 
programado. 
4.1.1 El esquema multifondos 
 
Es una forma de administrar los ahorros que hacen los afiliados a los fondos para la 
pensión obligatoria, pudiendo escogerse entre, el fondo conservador, moderado y de mayor 
riesgo; y para los pensionados, se cuenta con el fondo de retiro programado. 
Para las personas, que recién llegan al sistema de pensiones, por estar bastante lejos su 
edad de pensión y con el fin de alcanzar una mayor mesada pensional, el fondo ideal, es el de 
mayor riesgo. 
Para las personas muy cercanas a obtener su pensión, es decir al cumplimiento de la 
edad para pensionarse, y no tener hacia un futuro la posibilidad de recuperación, el fondo ideal 
es el conservador, ya que en dicho fondo existe una estabilidad de los recursos. 
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Para quienes se encuentran en la mitad de su vida laboral y en un término intermedio 
para obtener la pensión, les conviene acceder al Fondo Moderado; pues bajo esta modalidad no 
corren tanto riesgo, como en el fondo de mayor riesgo, y pueden alcanzar una buena 
rentabilidad. 
4.2 La Ley 1328 de julio 15 de 200912 
 
La Ley establece los principios y reglas para la protección del consumidor financiero, 
así como los derechos y obligaciones del consumidor financiero, como una garantía de la 
prestación de un servicio de calidad, que en caso de no respetarse esos derechos, pues se estarían 
vulnerando los derechos humanos del consumidor. Entre esos derechos, y conforme al artículo 
de la ley mencionada, están: Recibir servicios con estándares de seguridad y calidad, de acuerdo 
con las condiciones ofrecidas; recibir información transparente, clara, veraz, oportuna y 
verificable, sobre los servicios ofrecidos o suministrados; recibir adecuada educación sobre la 
forma de instrumentar los servicios; Información sobre los costos de los servicios; presentar 
consultas, peticiones, solicitudes, quejas, o reclamos, ante las autoridades financieras 
competentes. 
En el título VI de la Ley, se establece el régimen financiero de los fondos de pensión 
obligatoria y se regula el esquema “Multifondos”; la escogencia y traslado de un fondo a otro 
y la escogencia de la aseguradora con la cual se habrán de contratar, las rentas o pensiones; y 
se regula la rentabilidad mínima, a la que están sujetas las administradoras. 
Se establecen las obligaciones de las sociedades administradoras de los fondos de 
pensiones y las operaciones no autorizadas a las mismas. 
4.2.1 Modalidades de pensión en el régimen de ahorro individual 
 
En el régimen de ahorro individual, existen tres modalidades de pensión: Retiro 
programado, renta vitalicia y retiro programado con renta vitalicia. 
En la modalidad de retiro programado, la pensión se obtiene de la sociedad 
administradora, del fondo al cual se haya afiliado la persona y se paga, con cargo a la cuenta de 




12 Por la cual se dictan normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. 
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Cada año se calcula una anualidad en unidades de valor constante, igual al resultado de 
dividir el saldo de la cuenta de ahorro y el bono pensional, por el capital necesario para financiar 
una unidad de renta vitalicia para el afiliado y sus beneficiarios. La doceava parte de la 
anualidad, corresponde a la pensión mensual (art. 81, ley 100 de 1993). 
En la modalidad de renta vitalicia, el afiliado contrata directa e irrevocablemente, con 
una aseguradora, el pago de una renta mensual hasta el final de sus días y el pago de la pensión 
a sus sobrevivientes, por el tiempo al que ellos tengan derecho. Las rentas y las pensiones deben 
ser uniformes, en términos de poder adquisitivo (artículo 80, ley 100 de 1993). 
En el retiro programado con renta vitalicia diferida, el afiliado contrata con la 
aseguradora que escoja, un renta vitalicia, para recibir pagos mensuales, a partir de una fecha 
determinada; reteniendo en su cuenta de ahorro, los fondos necesarios para que la 
administradora le cancele una pensión por retiro programado, entre la fecha en la cual escoge 
esta opción y la fecha en la cual se le comienza a pagar la renta vitalicia, por parte de la 
aseguradora (artículo 82, ley 100 de 1993). 
Cuando el asegurado muere, el capital de la renta vitalicia, por ley, le pertenece a la 
aseguradora, legislación que debe cambiarse, por cuanto, es lamentable que no le pertenezca a 
los herederos, como si le pertenece el caso de retiro programado. De tal manera, que si el 
pensionado al morir deja 400 – 500 o 600 millones de pesos y muere a los pocos meses de 
haberse trasladado el capital de la cuenta de ahorro a la aseguradora, esta se queda con todo ese 
capital, como una lotería. Capital ahorrado por el pensionado durante 30 o 40 años para su 
futuro y el de su familia, termina en poder de grandes conglomerados económicos. 
4.2.2 Otras modalidades de pensión 
 
Después de lo previsto en la Ley 100 de 1993, se han ingeniado otras modalidades de 
pensión, que solo sirven para confundir y enredar al afiliado, so pretexto de obtener una mejor 
pensión. Para obtener una mejor pensión en cualquier sistema, con una sola modalidad basta. 
Para conocer, cada una de estas nuevas modalidades, Rubio (2017) las explica de la 
siguiente manera: 
Retiro programado, sin negociación del bono pensional. Como su nombre lo dice, es 
una modalidad de pensión que le permite al afiliado pensionarse en retiro programado, sin la 
necesidad urgente de negociar el bono pensional, antes de la fecha de su vencimiento; claro, 
mientras tanto el valor de la pensión será más bajo. 
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Renta temporal cierta con renta vitalicia de diferimiento cierto. Esta modalidad, 
tiene un primer periódo fijo con una renta temporal cierta. Luego en una fase que es vitalicia, 
comprende la vida del pensionado o del beneficiario de ley. A diferencia de la renta vitalicia, 
en donde la aseguradora, en caso de fallecimiento del pensionado se queda con el capital del 
pensionado. 
En cada una de las etapas, el afiliado define el tiempo durante el cual se le cancelará la 
mesada, precisando su valor. 
Las dos modalidades de pensión, el afiliado las debe contratar con una misma 
aseguradora, transfiriendo a la misma los riesgos financieros y de extra longevidad. 
Renta temporal variable con renta vitalicia inmediata. El afilado, toma una parte de 
los recursos de su cuenta de ahorro individual, para contratar una renta vitalicia con una 
aseguradora. Pero eso no es impedimento para que reciba una renta temporal variable, de la 
administradora del fondo de pensiones. En todo caso, la suma de las mesadas, no puede superar 
el 200% de lo que se reciba por renta vitalicia. 
Los recursos de la renta vitalicia pueden ser heredados por los beneficiarios de ley. Pero 
en el caso de la renta temporal, el capital puede ser heredado, aunque quien reclame, no sea 
beneficiario. 
Renta temporal variable con renta vitalicia diferida. A lo que en otras modalidades 
se le ha llamado retiro programado, aquí es la renta temporal, modalidad de la cual el afiliado, 
puede recibir unos ingresos mayores. 
Al igual que en las otras modalidades, la compañía de seguros, paga la renta vitalicia y 
la administradora de los fondos, paga la renta temporal. 
Durante la vigencia de la renta vitalicia, la mesada que se recibe, no podrá ser inferior 
al 70%, ni mayor al 200%, de lo que se recibe por concepto de renta temporal. Cuando el 
pensionado fallece, los beneficiarios de ley, son los únicos que pueden heredar la renta 
vitalicia; pero en el caso de la renta temporal, podrán heredar el capital, aún los beneficiarios 
que no sean de ley. 
Retiro programado con renta vitalicia diferida. Un afiliado empieza a recibir 
pensión por la administradora del fondo, en la modalidad de retiro programado; y luego al 
empezar a recibir la renta vitalicia, deja de recibir la mesada de retiro programado 
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5. Análisis jurisprudencial sobre el derecho a la seguridad social (la pensión), el 
mínimo vital y a un proyecto de vida digna 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional es objeto de nuestro estudio, en el período 
comprendido (2000-2017), tomando en cuenta aquellas sentencias Hito o emblemáticas, que 
han creado líneas jurisprudenciales en la materia, como la protección del derecho fundamental 
al mínimo vital, a la seguridad social, a la pensión y a un proyecto de vida digna, relacionadas 
con la vulneración de los derechos humanos por parte de las AFP. 
En este recorrido por la jurisprudencia Nacional, se encuentra la Sentencia T-1752 de 
2000, con ponencia de la Magistrada Cristina Pardo Schesinnger, en demanda de un grupo de 
exmagistrados de la Corte Suprema de Justicia, que alegan que la Ley 4 de 1992, en su artículo 
17, consagró la igualdad entre las cabezas de las diversas ramas del poder público. Que la ley 
4 de 1992, mediante el Decreto 1359 de 1993, los niveló con aquellos parlamentarios, que se 
pensionaron antes de la ley 4 de 1992; pero al expedirse el Decreto 104 de 1994, que reglamento 
la pensión de las altas Cortes, no hizo la misma nivelación, entre magistrados pensionados antes 
y después de la vigencia de la ley. Es decir, los magistrados pensionados antes de la ley, 
quedaron por fuera de la misma, y por lo tanto no tenían ningún derecho a la liquidación e 
incremento autorizado en aquellas disposiciones. Pero los magistrados de la Corte 
Constitucional, se solidarizan con sus ex colegas. 
La pensión a estos exmagistrados, ya se les había reconocido y liquidado conforme a 
las leyes vigentes, al tiempo en el cual la solicitaron, incluso para algunos de ellos, 20 años 
atrás. Es decir que, de acuerdo con lo fallado, liquidaron pensiones de Exmagistrados, muy 
antiguas, con todos los conceptos devengados por los magistrados actuales, como si hubieren 
acabado de dejar el cargo, cuando ninguna ley los autorizaba. Pero consideró la Corte, que en 
un caso similar a este, la misma sala de revisión, estableció el derecho de los exmagistrados 
pensionados antes de la expedición de las normas sobre homologación, a que su pensión fuera 
reajustada en el 75% de los emolumentos que por todo concepto reciben los actuales 
congresistas. Es decir, que ni siquiera por homologación, se justificó el incremento, pues por 
primera vez, en el Decreto 104 de 1994, se establece una relación de conexidad entre 
funcionarios públicos, en este caso, entre magistrados y congresistas. 
Continuando con el análisis jurisprudencial, se encuentra la Sentencia T-631 de 2002, 
con ponencia del Magistrado, Marco Gerardo Monroy Cabra, en demanda de Hernando Duarte 
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Chinchilla, contra la Caja Nacional de Previsión y en donde se demanda, se le aplique el 
Régimen Especial contemplado en el artículo 6 del Decreto 546 del 71; pero la Caja Nacional, 
hizo caso omiso de tal solicitud, y le reconoció una pensión equivalente a $3.574.637.76, el 
equivalente a doce veces (12) el salario mínimo legal. Por lo que el demandante apeló de la 
decisión de la Caja Nacional, pero la misma fue confirmada. Alega que la mesada, no le alcanza 
para sufragar los estudios superiores de sus hijos, pagar una hipoteca y responder por todos 
los gastos de los servicios públicos, transporte y sostenimiento de la familia; conceptos de 
mucho valor para la Corte a la hora de decidir, pero al fin y al cabo factores que no tienen un 
sustento legal para efectos de la liquidación o reliquidación pensional. 
En esta sentencia, la Corte no afirma que el demandante tiene derecho por Ley a una 
mesada, sino que REQUIERE de una mesada proporcional a su salario, porque con esa mesada, 
superior a doce (12) veces el salario mínimo, no le alcanza para pagar los estudios superiores 
de sus hijos, pagar una hipoteca y responder por todos los gastos de servicios públicos, y 
sostener el estrato social propio de un Magistrado. Pero resulta que al resto de los pensionados, 
que tienen aquellas y muchas más obligaciones y un estrato que sostener; se le reconocen, 
liquidan y pagan, pensiones mínimas, especialmente en los fondos privados de pensiones y no 
se les tienen en cuenta esos conceptos; y eso cuando le reconocen la pensión. 
En consecuencia y a nuestro juicio, existe un sistema de desigualdad e inequidad social, 
más aún cuando se trata de funcionarios públicos de alto rango, como Magistrados de las Altas 
Cortes, Tribunales y Congresistas; eso es inequidad social, que genera injusticia y desigualdad 
entre los asociados de una comunidad política. 
La Sentencia SU-975 de 2003, que es la sentencia hito, en el caso de protección del 
derecho a la seguridad social, al mínimo vital y a la igualdad, con ponencia del Magistrado José 
Manuel Cepeda Espinoza, por demanda de un grupo numeroso de Consejeros de Estado, 
Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo Superior de la Judicatura, contra la Caja 
Nacional de Previsión Social, ante la negativa de la entidad, en reconocerles la nivelación 
pensional decretada para los congresistas en la ley 4 de 1992, y para los Magistrados de las 
Altas cortes, en el Decreto No. 104 de 1994; al haberlos dejado por fuera de esa regulación. 
Reconoce la Corte Constitucional, que no existe ley positiva que regule el caso, pero sin 
embargo, a fin de favorecer y beneficiar a sus colegas Exmagistrados, de acuerdo con el artículo 
230 de la Constitución, inciso 2, considera la Corte Constitucional, que debe integrar el 
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ordenamiento mediante la aplicación de la equidad, la jurisprudencia, los principios generales 
del derecho y la doctrina. 
En esta misma Sentencia SU-975 de 2003; La Corte Constitucional resalta y reconoce 
expresamente la desproporción manifiesta, entre los montos de las pensiones de unos y otros, 
como una vulneración a la igualdad de trato, lesivo al derecho fundamental al mínimo vital de 
los demandantes. 
La misma situación se presenta con las pensiones decretadas por los fondos privados; 
una manifiesta desproporción, no sólo con relación a las pensiones que se devengan en el 
Régimen de prima media; sino una enorme desproporción, entre lo que se recibe como pensión 
y lo que se devengaba como salario. Esto es lo que sucede con frecuencia en el reconocimiento 
de pensiones por parte de los fondos privados, vulnerando de esta manera los derechos 
fundamentales de cientos de afiliados; porque la Corte va más allá de la legislación vigente en 
materia de pensiones, en defensa de los Derechos de los pensionados de la magistratura. 
La Sentencia T-485 de 2005, también observa la misma línea de protección de los 
derechos fundamentales: al mínimo vital, a una vida digna y a la seguridad social. Mediante 
demanda del señor Víctor Corredor Rodríguez, y con ponencia del magistrado Alfredo Beltrán 
Sierra, protege los derechos invocados, al considerar que, no se le ha dado respuesta de fondo 
a la solicitud de reajuste de pensión de jubilación, obtenida como exmagistrado del Consejo de 
Estado; pues la Caja Nacional de Previsión Social, lo pensiono, y en la actualidad devenga una 
mesada de $3.950.000 (equivalente a 10.3 veces, el salario mínimo establecido para la época) 
al considerar la Corte, que al existir una desproporción considerable, entre grupos de personas 
comparables, se vulneró el artículo 13 del Constitución Política; por cuanto las diferencias, 
deben mantenerse dentro de los márgenes de lo equitativo (subrayado nuestro). En las 
pensiones reconocidas, por los Fondos privados, la desproporción entre lo que se devengaba y 
lo reconocido, es inmensa, salvo obviamente, para las personas que cotizan sobre un salario 
mínimo, que por cierto no se alcanzan a pensionar por este régimen. 
Al realizar un balance de los derechos reclamados por los accionantes y los derechos 
protegidos por la Corte Constitucional, en los diversos fallos analizados, se encuentra que se 
reclama la protección de los derechos de petición, al debido proceso, a la seguridad social en 
pensiones, a la igualdad, a la no discriminación, a la asistencia y protección a las personas de 
la tercera edad, derecho a la pensión de jubilación, al mínimo vital, a una vida digna y dignidad 
humana. 
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La Corte Constitucional, observando una misma línea jurisprudencial y aplicando los 
precedentes establecidos en las diferentes providencias analizadas, privilegia la protección de 
los derechos al mínimo vital, a la seguridad social en pensiones, y a la igualdad, por cuanto son 
derechos, cuya protección, permite resolver de fondo el asunto reclamado, logrando la 
satisfacción plena del accionante, que busca se le satisfagan sus necesidades mínimas, acorde 
con el status alcanzado durante toda su vida laboral y al mismo tiempo, se le permita cumplir 
con su proyecto de vida. 
Sobre el derecho al mínimo vital, Parra y Quintero (2007), expresan: 
El mínimo vital se muestra como la herramienta más poderosa utilizada por los jueces 
constitucionales en la búsqueda de generar condiciones de igualdad real por medio de 
los fallos judiciales. Es esta la verdadera importancia que tiene el mínimo vital, que 
genera un espacio jurídico indispensable para hacer efectivas las garantías que contiene 
el artículo 46 de la Constitución Nacional (p. 252) (subrayado nuestro) 
 
6. Ventajas y desventajas de los regímenes pensionales 
 
 
Tabla 3. Muestra algunas ventajas del régimen de prima media y algunas desventajas 
del régimen de ahorro individual. 
 
 
REGIMEN DE PRIMA MEDIA REGIMEN AHORRO INDIVIDUAL 
Ventajas Desventajas 
La prestación es definida La prestación es incierta 
La pensión es renta única de por vida La pensión es por tiempo limitado como 
la de retiro programado 
Reconocimiento de mesada pensional no 
se encuentra sujeta a fluctuaciones del 
mercado financiero 
El reconocimiento de la mesada 
pensional se encuentra sujeta a las 
fluctuaciones del mercado13 
Edad del cónyuge, compañero o 
compañera permanente no influye en el 
monto de la mesada pensional 
Monto de mesada pensional se reduce, 
cuando él o la cónyuge o él o la 
 
13 En el año 2008, ahorradores de fondos privados, perdieron 52.000 millones de dólares, afectando seriamente las 
cuentas individuales.(Cruz-Osorio 2013, p.13) 
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 compañera permanente tiene menos edad 
que el afiliado 
Reajuste anual de mesada pensional, no 
reduce el monto de las mesadas de los 
años siguientes 
Reajuste anual de mesada pensional, se 
hace sobre el capital ahorrado y eso puede 
reducir las mesadas de los años siguientes 
Régimen es solidario, y la solidaridad 
siempre es una ventaja 
Solidaridad no es una cualidad propia de 
este régimen 
 
Tasas de retorno son mucho mayores que 
en el RAIS 
 
Tasas de retorno son mucho más bajas 
 
Fuente: Datos, ley 100 de 1993. Cuadro propio 
En la tabla 3, se consignan algunas ventajas del régimen de prima media, frente a 
algunas desventajas del régimen de ahorro individual, que serán muy útiles al momento de 
tomar la decisión de afiliación al sistema de seguridad social. Comparativamente, el régimen 
de prima media, ofrece mayor seguridad a los trabajadores, no solo durante la vida laboral, sino 
también después de pensionados, ya que las reglas de juego para obtener una pensión, son 
claras. En cambio en el régimen de ahorro individual, la pensión depende de un capital ahorrado 
que cada vez es mayor, de la rentabilidad, los intereses, y en general de las fluctuaciones del 
mercado, es decir no ofrece ni seguridad ni estabilidad. 
 
Tabla 4. Muestra algunas ventajas del régimen de ahorro individual y algunas 
desventajas del régimen de prima media con prestación definida. 
 
 
REGIMEN AHORRO INDIVIDUAL REGIMEN DE PRIMA MEDIA 
Ventajas Desventajas 
Acepta realizar aportes voluntarios para 
incrementar monto de la pensión 
No acepta aportes voluntarios 
Afiliados al sistema, se pueden pensionar 
anticipadamente.14 
No existe pensión anticipada antes del 
cumplimiento de los requisitos 
Pensión es sustituible y heredable Pensión es sustituible, pero no heredable 
 
14.- Así mismo disminuye el monto de la pensión; eso no lo explica ningún fondo. 
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Monto de mesada pensional no tiene limite Monto de mesada pensional, se limita a 
25 s.m.l.m 
Se puede obtener una rentabilidad de los 
fondos mayor que en el Régimen de prima 
media, dependiendo de las fluctuaciones 
del mercado financiero 
Rentabilidad del fondo público, es 
inferior a la de los fondos privados 
Régimen de ahorro individual, ha 
enriquecido grandes conglomerados 
económicos 
Régimen de prima media desfinancia al 
Estado 
234 billones de pesos, en ahorros tienen 
fondos privados en sus arcas a 2018 
El Estado Colombiano, por el contrario, 
tiene que disponer de cerca de 41 
billones de pesos para pago de pensiones 
 
Fuente: Datos ley 100 de 1993; ley 797 de 2003 y acto legislativo 01 de 2005. Diseño 
de cuadro propio 
En la tabla 4, se relacionan algunas ventajas del sistema de ahorro individual, pero 
también algunas desventajas del régimen de prima media con prestación definida. Ventajas o 
desventajas a considerar en el momento de la afiliación a seguridad social. Las ventajas, que 
se expresan del sistema de ahorro individual, son muy relativas, porque por ejemplo, si bien es 
cierto que la persona se puede pensionar a cualquier edad, el monto de la pensión va ser 
proporcionalmente bajo; la rentabilidad se encuentra sujeta a las fluctuaciones del mercado, n 
general, no solo la pensión es incierta, sino la mesada también. 
 
7. Características comunes a los regímenes pensionales 
 
Características comunes a los dos sistemas:15 
 
7.1 La afiliación para todos los trabajadores es obligatoria, sean dependientes o independientes. 
 
Con respecto al tema, advierte Lora (2018): 
 
… a ningún trabajador le convendría afiliarse voluntariamente a una AFP, ya que los 
rendimientos no son atractivos  y la posibilidad de conseguir  un subsidio  a través  del 




15 - Ley 100 de 1993, artículo 3; y ley 797 de 2003, artículo 1º. 
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trabajador debería preferir afiliarse a Colpensiones, ya que las tasas de reemplazo que 
ofrece el R.P.M. superan las que pueden ofrecer las AFP (p. 14). 
7.2 El trabajador puede seleccionar libre y voluntariamente al momento de la 
vinculación, o traslado, el régimen al cual desea afiliarse. 
Según Niño (2016) el trabajador al realizar la selección del régimen: 
 
…el afiliado puede seleccionar que se ajuste a sus expectativas, pero su decisión puede 
estar afectada por la asimetría de la información, lo que conllevaría a la afectación de 
sus derechos fundamentales, como la vida en condiciones dignas y justas, y al mínimo 
vital y móvil, consagrados en la constitución política (p. 26). 
Niño (2 016) considera también, que la: 
 
La disyuntiva, entre derechos fundamentales garantizados por la Constitución Política 
y la influencia financiera del régimen de ahorro individual, deberá ser resuelta a favor 
del afiliado al sistema pensional, en garantía de protección de derechos fundamentales 
como la dignidad humana y el mínimo vital (p. 27). 
7.3 Para reconocimiento de pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, 
se deben tener en cuenta las semanas cotizadas a cualquier entidad del sector público o 
privado, o el tiempo de desempeño como servidores públicos, cualquiera que sea el 
número de semanas cotizadas o el tiempo de servicio. 
7.4 Para reconocimiento de pensiones y prestaciones contempladas en los dos regímenes, 
se debe tener en cuenta la suma de las semanas cotizadas, a cualquiera de ellos. 
Las AFP violan flagrantemente, tanto esta, como la anterior característica legal, porque 
como se ve y analiza, no tienen en cuenta las semanas cotizadas; Solamente el capital ahorrado 
en la cuenta individual del afiliado. Y si en los dos regímenes, se han de tener en cuenta las 
semanas cotizadas para el reconocimiento de las pensiones; es la misma ley la que está 
igualando los dos regímenes en este aspecto, que es uno de los requisitos centrales a tener en 
cuenta para el reconocimiento de la pensión de vejez, en el régimen de prima media y también 
en el régimen de capitalización, como se desprende de estas dos características, comunes a los 
dos regímenes y que por el hecho, de estar las AFP, desconociendo este mandato y teniendo 
solamente en cuenta, el capital ahorrado por el afiliado para el reconocimiento de la pensión; 
no los hace diferentes; sino que como se ve, se llega al punto, que lo único que diferencia los 
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dos regímenes, es el cumplimiento de la edad, en el régimen de prima media; y el capital 
ahorrado, en el régimen de ahorro individual. 
7.5 Los dos regímenes deben garantizar a sus afiliados el reconocimiento y pago de una 
pensión mínima en los términos de la ley 100 de 1993. 
7.6 Debe existir un fondo de solidaridad pensional, destinado a ampliar la cobertura 
mediante subsidios a los grupos de población que, por sus características y condiciones 
socioeconómicas, no tienen acceso al sistema de seguridad social. 
7.7 Nadie puede recibir simultáneamente, pensión de invalidez y vejez. 
 
7.8 Los afiliados que al cumplir la edad para pensionarse, no tengan los demás requisitos, 
tendrán derecho a una devolución de saldos, en el régimen de ahorro individual; o a una 
indemnización sustitutiva, en el régimen de prima media. 
Aportes a la investigación 
 
El ahorro individual, es un tema que no ha sido lo suficientemente estudiado en Colombia, que 
existe pero no se le ha dado la atención necesaria y por lo tanto lo que se busca con el trabajo, 
es generar un espacio de reflexión, que pueda llegar a instancias parlamentarias, porque hay 
que hacer realidad el artículo 5º de la Constitución colombiana, que establece la primacía de 
los Derechos fundamentales; entonces el aporte es a la defensa de los derechos humanos de los 
trabajadores pensionados. Derechos que son vulnerados, no solo cuando no se reconoce la 
pensión, después de un largo tiempo de cotización, sino también cuando se reconoce pero en 




La Corte Constitucional, conserva la misma línea jurisprudencial en las sentencias 
analizadas, protegiendo el derecho a la seguridad social, a la pensión, al mínimo vital, a una 
vida digna, e indirectamente, protege el derecho a la realización del proyecto de vida, de cada 
uno de los accionantes, como derechos fundamentales. Aunque en Sentencia T-211 de marzo 
28 de 2011, en acción de Clemencia Forero Ucross, contra el ISS; la Corte no protegió el 
derecho, sino que expresó claramente que el mínimo vital, no es necesariamente equivalente a 
un s.m.l.m; y se relaciona con la dignidad humana, y “depende del status que haya alcanzado 
la persona durante su vida”. 
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Los textos analizados, de tratadistas especializados en la materia objeto de 
investigación, muestran que efectivamente el régimen de capitalización, vulnera, desde 
diferentes puntos de vista, los derechos fundamentales al mínimo vital, a la seguridad social, y 
a obtener una pensión digna y justa; no sólo porque no se le reconozca la pensión a afiliados 
que cumplen con los requisitos; sino porque los fondos privados, tienen una estructura, que 
dificulta la posibilidad de obtener una pensión justa y equitativa, que le permita al pensionado 
vivir dignamente; y si el sistema no ofrece garantías, lógicamente existe vulneración de 
derechos fundamentales de los pensionados. 
Se vulneran derechos humanos, cuando se cotiza durante 20, 30 o 40 años; como se demostró 
con el cálculo realizado en la tabla #2 y como lo afirman algunos de los tratadistas estudiados, 
y no se logra la pensión, generándose una gran devolución de saldos (Schutt, 2011). 
También se presenta vulneración de derechos humanos, cuando a los afiliados a los 
fondos privados les prometen jugosas pensiones y tan solo se reconocen y pagan pensiones 
mínimas. 
La situación de los afiliados y pensionados por el régimen de ahorro individual o de 
capitalización en América Latina, pero especialmente en Colombia y Chile, cambiará el día 
que los gobiernos de los países, en donde se impuso esta clase de sistema pensional, sean 
conscientes de la problemática que se ha generado en torno a esta situación y tomen la decisión 
política, seria y responsable, como objetivo general de este trabajo, de legislar en condiciones 
de justicia, equidad e igualdad para los dos regímenes, de tal forma que el régimen de 
capitalización se equipare al régimen de prima media, y no al contrario; para que no se incurra 
en violaciones de los derechos humanos de los afiliados y potenciales pensionados del sistema. 
Trabajo legislativo de no muy difícil expedición, pues como se ve en el texto del articulado de 
la Ley 100 de 1993, aunque se diga que los dos regímenes son totalmente diferentes entre sí; 
al confrontarlos, las diferencias son mínimas, y por el contrario son similares, por ordenar la 
legislación vigente, que se rijan por las mismas normas en materia de: pensión de 
sobrevivientes, pensión por invalidez, monto de los aportes, semanas cotizadas, ingreso base de 
liquidación, auxilio funerario, indemnización, devolución de saldos y reajuste de pensiones. Así 
mismo, para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones, se debe tener en cuenta la suma 
de las semanas cotizadas, conforme a los literales f) y g), del artículo 13 de la ley 100 de 1993 
(las AFP solo tienen en cuenta el capital y desconocen estas normas); pero cuando el afiliado 
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no alcanza a generar la pensión mínima, las AFP, si tienen en cuenta la edad del afiliado y las 
semanas cotizadas, para efectos de acceso a la GPM. 
Se viola el derecho a la igualdad, cuando un afiliado a un fondo privado se pensiona con 
un porcentaje muy inferior, al que obtendría ese mismo afiliado, al pensionarse en el régimen 
público, en igualdad de condiciones laborales, o n o se puede pensionar. Pues un afiliado que 
completa 1300 semanas o más, y cumple 62 años de edad si es hombre, o 57 años si es mujer, 
se puede pensionar por el régimen de prima media, y no lo pueda hacer en el caso del régimen 
de ahorro individual por falta de un elevado ahorro. 
Si el Congreso de la República, decide legislar al respecto, e incluso eliminar el régimen 
privado; la legislación para el traslado al sistema público de pensiones ya está dada en el literal 
B) del artículo 113 de la ley 100 de 1993, que expresa que: “Si el traslado se produce del 
régimen de ahorro individual con solidaridad al régimen de prima con prestación definida, se 
transferirá a este último el saldo de la cuenta individual, incluidos los rendimientos, que se 
acreditará en términos de semanas cotizadas, de acuerdo con el salario base de cotización. 
En Argentina y Bolivia el régimen privado fue suprimido. Así lo describe Morales 
(2015) en el siguiente párrafo: “Mediante ley 26.425 del 9 de diciembre de 2008 se creó el 
sistema integrado previsional argentino (SIPA), el cual eliminó el régimen de capitalización 
individual e implicó el regreso al sistema de reparto”. 
Lo logrado a través de este trabajo de reflexión, debe estimular a otros estudiosos del 
tema a continuar profundizando sobre la materia, desde la óptica de los afiliados y pensionados, 
que son los que sufren las consecuencias de las políticas económicas y sociales, que generan 
esta clase de conflictos socio-económicos. 
El actual sistema de ahorro individual, no cumple las obligaciones internacionales del 
Estado Colombiano de respeto a los DDHH; por la no protección de los mínimos vitales de la 
procura existencial y al mismo tiempo, no se cumplen las obligaciones positivas del Estado de 
satisfacer los derechos: a la pensión, al mínimo vital, al proyecto de vida. 
Si no se cambia el sistema de ahorro individual, si no se logra que exista un nuevo 
modelo de pensiones, que reconozca, liquide y pague pensiones más justas y equitativas, la 
mayoría de los afiliados a los fondos privados, van a sufrir las graves consecuencias de una 
pensión de miseria, como la denominan los pensionados en el sur del continente, y como se 




Cualquier reforma que se emprenda en materia de pensiones, siempre será objeto de 
críticas y hasta de rechazo por parte de los interesados en el tema; porque es asunto bastante 
álgido, de difícil manejo y sobre el cual no existe unanimidad. Gobiernos tras gobiernos, 
piensan en una reforma pensional y los que logran hacerla, no parecen acertar en sus propósitos, 
pues con el tiempo, las reformas empiezan a mostrar falencias y nuevamente se repite el circulo 
vicioso durante muchos años, sin llegar a concretarse o estructurarse una ley pensional que 
favorezca no solo la economía del Estado, sino también a los potenciales pensionados y que 
no permita el enriquecimiento exorbitante de operadores privados; pues los recursos de la 
seguridad social no pueden manejarse con ánimo de lucro, porque ahí ya se está fallando en la 
estructuración de un sistema general de pensiones. Mientras el sistema público de pensiones, le 
deja al estado un déficit de cerca de 40 billones de pesos; los fondos privados acumulan ahorros 
por cerca de 234 billones de pesos; una suma inconcebible, en un país, donde los fondos 
privados, pagan pensiones mínimas, cuando las reconocen. 
¿Por qué, el déficit de las arcas del erario público? Porque existen una gran cantidad de 
sectores que no hacen aportes para pensión y si lo hacen es en cuantías muy bajas, pero el 
Estado si tiene que subsidiarles la pensión. Por eso en las modificaciones que se proponen, 
todos deben aportar por igual, según la tabla Número 5. Confirma lo anterior, Bonilla, R. 
(2001), cuando manifiesta que: 
Probablemente, los casos más extremos se encuentran entre el personal civil de las 
fuerzas armadas, la policía y los empleados de Ecopetrol, los cuales oficialmente no 
realizan ningún aporte al igual que su empleador, es decir, que sus pensiones son 
cubiertas por un tercero, ¿quién? El Estado, o sea el resto de colombianos (p. 3). 
 
Una futura reforma pensional, debe contemplar; una edad de pensión para mujeres de 
60 años y para hombres de 65 años; 35 años de servicio para hombres y 30 años de servicio 
para mujeres. La mesada pensional se liquidará sobre un 80% del promedio del salario 
devengado por el trabajador o empleado durante los últimos 5 años de cotización y con una 
edad de retiro forzoso, tal y como se encuentra en la actualidad, de 70 años. 
Las personas que a la fecha de entrada en vigencia de la ley que se expida, les falte 
menos de cinco (5) para cumplir 57 años de edad si son mujeres, y 62 años de edad si son 
hombres, y hayan cotizado al sistema, como mínimo, durante 25 años; podrán optar por 
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pensionarse con el régimen inmediatamente anterior; acogerse al nuevo, o seguir cotizando 
hasta los 70 años de edad y pensionarse con el régimen anterior o con el actual. 
En cuanto a la pensión de sobreviviente, se recomienda aplicar lo previsto en los 
artículos 46, 47, 49 y 76, de la Ley 100 de 1993, modificados los dos primeros, por los artículos 
12 y 13 de la Ley 797 de enero 29 de 2003; y para la pensión por invalidez, los artículos: 38, 
39 (con las modificaciones introducidas por el artículo 1º de la ley 860 de diciembre 26 de 2003; 
y no teniendo en cuenta la parte declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-428 de julio 1º de 2009) 40, 44 y 45, de la misma ley 100 de 1993. 
Tabla 5. Muestra los aportes que conforme a la propuesta harán los patronos y 
trabajadores al sistema general de pensiones. 
Salario devengado % de aportes Aporte patronal Aporte trabajador 
Hasta 5 s.m.l.m 16 12 4 
Superior a 5 s.m.l.m. 
- hasta 10 
17 12.5 4.5 
Superior a 10s.m.l.m 
- hasta 15 
18 13 5 
Superior a 15 
s.m.l.m. - hasta 20 
19 13.5 5.5 
Superior a 20 s.m.l.m 20 14 6 
Fuente: Cifras y diseño de cuadro, propios. 
En la tabla 5, se consignan los porcentajes que sobre el sueldo deben cancelar los 
patronos y trabajadores, al sistema de seguridad en materia de pensiones. Se empieza con un 
porcentaje del 16%, para salarios de hasta 5 salarios mínimos legales mensuales; y termina con 
un porcentaje del 20%, par salarios superiores a 20 salarios mínimos legales mensuales; y en 
donde nadie estará exento de pagar el porcentaje de aportes registrado en la tabla. Ese 
incremento en los aportes, ayudará a reducir el déficit fiscal, producido por los recursos que 
debe apropiar el Estado colombiano, para subsidiar las pensiones. 
 
A las AFP, los fondos privados y sus afiliados, se les debe otorgar un plazo no superior 
a un año, a partir de la vigencia de la ley, para acogerse al nuevo régimen pensional, o pasar el 
capital ahorrado, más la rentabilidad y demás prestaciones; a la operadora de pensiones que 
escoja el titular de la cuenta de ahorros. 
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Las modificaciones recomendadas al régimen pensional actual, serán más estables en el 
tiempo, teniendo en cuenta, que los topes en edad para pensión y tiempo de servicio son altos, 
y están rayando con la edad de retiro forzoso, especialmente de los hombres, no así la de las 
mujeres; pero también, considerando que el estado normal del ser humano es el de trabajar y 
no el de pensionado, y que los topes, se encuentran muy cercanos a los 57 años de edad que se 
exige a las mujeres para pensionarse y a los 62 años de edad para los hombres, en el régimen 
actual. 
De otra parte, el tiempo de cotización o de servicio es amplio, lo que dará la oportunidad 
al afiliado, de obtener una mejor mesada pensional, incluso cotizando hasta los 70 años de edad; 
pues la realidad demuestra, como ocurre hoy día, que cuando se plantea esta clase de 
disyuntivas, los afiliados, en una gran mayoría, escogen trabajar hasta la edad de retiro forzoso; 
lo que da un mayor margen al sistema pensional, de tener menos mujeres pensionadas en 10 
años, y menos hombres pensionados en 5 años. 
La edad de retiro forzoso, ya se encuentra consagrada en la legislación colombiana, e 
igualmente la tasa de retorno; y en cuanto a la pensión de sobrevivientes y de invalidez, las 
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